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6814en general y muy en especial de quienes por estar inter­
nos en un centro penitenciario, se encuentran en una
situación especialmente gravosa. La STC 169/1996. con
cita en otras varias (vid. SSTC 73/1983, 2/1987.
161/1993.97/1995 Y129/1995) ha recordado la rele­
vante función que tienen encomendados los Juzgados
de Vigilancia Penitenciaria a la hora de garantizar los
derechos fundamentales de los internos. en relación con
el ejercicio de la potestad sancionadora por parte de
la Administración. Y en este sentido es inexcusable que
frente a un determinado pliego de cargos. el interno
pueda articular su defensa negando los hechos que han
de servir de base a la sanción. o dándoles una distinta
versión, y por consiguiente la denegacipn de la prueba
que se solicitaba, sólo puede hacerse de manera fun­
damentada. esto es explicando razonablemente el por
qué de su rechazo (vid. SSTC 94/1992. 279/1993.
entre otras).

Cuando, como en este caso acontece. la prueba soli­
citada que había de ser considerada como no desprovista
de razonabilidad ---€s decir, que se oyera a quienes pre­
senciaron el incidente- pese a lo cual. sin una funda­
mentación apoyada en la lógica. se deniega sin más,
es obvio. que las resoluciones judiciales que no recti­
ficaron el pronunciamiento de la Administración Peni­
tenciaria. no satisficieron el legítimo derecho del interno
a la prueba. en los términos ya explicados.

Como recuerda la STC 169/1996. cuando lo que
se alega es principalmente la vulneración del derecho'
de defensa en el procedimiento disciplinario. refiriéndose
al hecho de no haber obtenido respuesta a la solicitud
de práctica de determinadas pruebas de descargo, y esta
era la auténtica causa de pedir en el presente recurso
de amparo. es decir, el fundamento de su pretensión.
era obligado desde la perspectiva de las exigencias cons­
titucionales. que el órgano judicial diera una respuesta
motivada lo que, como ya se dijo. no se hizo.

FALLO

En atención a todo lo expuesto. el Tribunal Cons­
titucional. POR LA AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCiÓN
DE LA NACiÓN ESPAÑOLA. .

Ha decidido

Otorgar el amparo solicitado por don Jesús González
Limón y. en su virtud:

1.° Reconocer al recurrente su derecho a utilizar
los medios de prueba pertinentes para su propia defensa
(art. 24.2 C.E.).

2.° Anular los Autos de 22 de julio y 10 de sep­
tiembre de 1994. dictados por el Juzgado de Vigilancia
Penitenciaria núm. 1 de Madrid.

3.° Retrotraer las actuaciones al momento procesal
oportuno. a los efectos de que se resuelva sobre la prue­
ba testifical propuesta.

Publíquese esta Sentencia en el «Boletín Oficial del
Estado».

Dada en Madrid. a veinticinco de febrero de milnove­
cientos noventa y siete.-Alvaro Rodríguez Bereijo.-Pe­
dro Cruz Villalón.-Enrique Ruiz Vadillo.-Manuel Jiménez
de Parga y Cabrera.-Pablo García Manzano.-Firmados
y rubricados.

Sala Primera. Sentencia 36/1997, de 25
de febrero de 1997. Recurso de amparo
núm. 3;390/1994. Contra Autos del T.S.J. de
Galicia (Sala de lo Contencioso-Administrati­
va) que declararon caducado el recurso inter­
puesto contra resolución delAlcalde de O Gro­
ve, imponiendo una multa por infracción urba­
nística. Vulneración del derecho a la tutela
judicial efectiva: denegación de acceso a la
jurisdicción.

La Sala Primera del Tribunal Constitucional. compues­
ta por don Alvaro Rodríguez Bereijo. Presidente; don
Pedro Cruz VillaIón. don Enrique Ruiz Vadillo, don Manuel
Jiménez de Parga y Cabrera y don Pablo García Manzano.
Magistrados. ha pronunciado

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

SENTENCIA

En el recurso de amparo núm. 3.390/94. promovido
por «Xunqueiriña. S. L.». representada por el Procurador
de los Tribunales don Argimiro Vázquez Guillén. y asistida
del Abogado don José Avelino Ochoa Gondar. contra
los Autos emitidos por el Tribunal Superior de Justicia
de Galicia (Sala de lo Contencioso-Administrativo. Sec­
ción Segunda), de 17 de junio y 23 de septiembre
de 1994 (autos núm. 4.420/94). que declararon cadu­
cado el recurso interpuesto contra la Resolución del
Alcalde de O Grove que le había impuesto una multa
por infracción urbanística. Ha comparecido el Ayunta­
miento de O Grave (Pontevedra). representado por la
Procuradora doña M.a Luisa Noya Otero y defendido por
el Abogado don Francisco Javier Rodríguez Vázquez. Ha
intervenido el Ministerio Fiscal y ha sido Ponente el Pre­
sidente don Alvaro Rodríguez Bereijo. quien expresa el
parecer de la Sala.

1. Antecedentes

1. Por escrito, registrado el 21 de octubre de 1994,
presentado en el Juzgado de Guardia de Madrid el día
anterior. se interpuso el recurso de amparo de referencia.
En él se pide que se anulen los autos judiciales impug­
nados y que se retrotraigan las actuaciones al momento
inmediatamente anterior a dictarlos, teniendo por for­
mulada demanda en el recurso contencioso-administra~

tivo núm. 4.420/94. y todo lo demás que en Derecho
proceda.

2. Los hechos de los que nace la pretensión de
amparo son los siguientes:

a) El Alcalde de O Grove, mediante Resolución de 3
de diciembre de 1993. dictada en el expediente san­
cionador núm. 12/93. impuso a «Xunqueiriña, S. L.»,
una multa de 3.982.800 pesetas. En el mismo acto,
el Alcalde impuso una multa de idéntica cuantía a la
sociedad «Outón y Fernández. S. L.». La razón era que
habían construido una cuarta y una quinta planta sobre
la rasante. así como un ático habitable. en la rua Castelao.
núm. 29. careciendo de licencia municipal para dichas
obras. «Xunqueiriña. S. L.». era la promotora de las obras
y la otra entidad era la constructora.

b) Don José Manuel Fernández Domínguez. y don
Manuel Outón Limeres. en representación de «Xunquei­
riña, S. L.». y de «Outón y Fernández. S. L.". comunicaron
ante el Ayuntamiento la interposición de recurso judicial.

La Procuradora doña M.a Dolores Bermejo Gómez,
asistida por el Abogado señor Ochoa Gondar. interpuso
dos recursos contencioso-administrativos. El primero. en
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nombre de «Outón y Fernández S. l.>., fue registrado
con el núm. 4.419/94 por la Sala de lo Contencioso­
Administrativo de La Coruña. El segundo recurso, en
nombre de «Xunqueiriña, S. L.", fue registrado con el
núm. 4.420/94.

c) La Sala tuvo por interpuesto el recurso a nombre
de «Xunqueiriña, S. L.", mediante providencia de 11 de
abril dl'l 1994. El Ayuntamiento remitió, debidamente
foliado, sellado y cosido, el expediente núm. 12/93 para
que surtiera efectos en los recursos núms. 4.419/94
y 4.420/94.

El 10 de mayo se personó el Procurador don Antonio
Pardo Fabeiro, en nombre del Ayuntamiento, «en los
recursos contencioso-administrativos núms. 4.420/94 y
4.4 19/94 interpuestos por «Xunqueiriña, S. L.», y «Outón
y Fernández, S. L.», contra mi representado».

d) La Sala hizo entrega del expediente administra­
tivo a la misma representación procesal de ambas enti­
dades, para que dedujera demanda dentro del plazo de
veinte días, de acuerdo con el arto 67 L.J.C.A.

El 11 de junio de 1994, último día del plazo en el
recurso 4.419/94, se presentó demanda con el siguiente
encabezamiento literal: «M.a Dolores Bermejo Gómez,
Procuradora de los Tribunales y de "Xunqueiriña, S. L.",
y de "Outón y Fernández, S. L.", según tiene acreditado
en el recurso núm. 02/0004419 y 20/1994. como
mejor en derecho proceda. digo: ...... El escrito terminaba
suplicando que «se tenga por formulada demanda en
el recurso contencioso-administrativo 02/0004419 Y20
y siguiendo los trámites establecidos se dicte en su día
Sentencia por la que se anule la resolución sancionadora
dictada por el Alcalde de O Grove .en el expediente san­
cionador 12/93, en lo que afecta a nuestras represen­
tadas y con imposición de costas a la Administración
recurrida...

e) Mediante diligencia de 17 de junio de 1994 la
Secretaría de Sala hizo constar, en los autos del recurso
núm. 4.419/94, «que por la oficina de Registro y Noti­
ficaciones del Tribunal Superior de Justicia de Galicia,
ha sido remitido el anterior escrito de demanda por la
Procuradora señora Bermejo Gómez, común a los recur­
sos 4.419 y 4.420/94».

El mismo día dictó la Sala la siguiente providencia:
«Dada cuenta, se tiene por deducida la demanda corres­
pondiente exclusivamente al presente recurso conten­
cioso-administrativo núm. 4.419/94; hágase entrega del
expediente administrativo al Procurador señor Pardo
Fabeiro. para que en nombre y representación del Ayun­
tamiento de O Grave conteste a la demanda dentro del
plazo de veinte días. El expediente correspondiente al
recurso contencioso-administrativo núm. 4.420/94
aportado aquel acompañado al referido escrito de
demanda, llévese a dicho recurso núm. 4.420/94...

f) El mismo día 17 de junio de 1994, en el recur­
so 4.420/94, la Secretaria de Sala extendió una dili­
gencia para hacer constar que había transcurrido el plazo
sin que se hubiera presentado escrito formalizando la
demanda.

Ese mismo día, la misma Sección Segunda dictó un
Auto acordando declarar de oficio caducado el recurso
contencioso-administrativo 4.420/94, y requiriendo a la
representación procesal de «Xunqueiriña, S. L.», para que
en el término de una audiencia devolviera el expediente
administrativo.

g) La parte demandante formuló recurso de súplica,
alegando que la demanda había sido interpuesta en plazo
y forma, en representación de las dos sociedades que
habían sido multadas por la Administración demandada.

Además, mencionó que el mismo art. 121 L.J.C.A., que
hay que poner en relación con el arto 25 C.E. sic, permite
la presentación dentro del día en que se notifica la pro­
videncia de caducidad; con más razón debe admitirse
si la presentación era anterior a dicha declaración, citan­
do diversas sentencias del Tribunal Supremo que aplican
el criterio antiformalista, de acuerdo con el principio de
tutela judicial efectiva y el arto 11.3 L.O.P.J. (SSTS de 5
de febrero de 1986. Az. 2149. 11 de febrero de 1987,
Az. 2970 y ATS de 1 de mayo de 1987, Az. 4174).

. El recurso fue desestimado por Auto de 23 septiem­
bre 1994. En él se afirma que no es de aplicación el
arto 121 L.J.C.A., pues rio se aportó la demanda el mismo
día en que se le notificó el Auto de caducidad, el 25
de junio de 1994, int¡:¡rp0.oiendo recurso de súplica el
siguiente día 30, sin aportar, además, la demanda, «cuya
supuesta presentación en el recurso 4.419/94 ni es cier­
ta aunque lo fuera a nombre de las dos sociedades que
indica, pues basta la lectura para observar que se refiere
exclusivamente al recurso 4.419/94 ni, en cualquier
caso, podría surtir los efectos pretendidos en el presente,
al que por cierto ninguna copia de la demanda de aquél
se unió... Funda su criterio en la jurisprudencia mayo­
ritaria de la Sala Tercera del Tribunal Supremo (men­
cionando el Auto de 6 de abril de 1993 y la Sentencia
de 22 de junio de 1987), indicando que la benigna inter­
pretación de la Ley efectuada por la Sentencia de 26
de mayo de 1989 no ha tenido continuación en la
jurisprudencia, y se opone a preceptos legales cuya
constitucionalidad nadie ha puesto en tela de juicio, que
establece un término de caducidad irreversible para
presentar la demanda, mediante la categórica eimpe­
rativa disposición contenida en el arto 67.2 L.J.e.A.

3. La demanda de amparo alega que se ha vulne­
rado el derecho de la sociedad actora a obtener un pro­
nunciamiento judicial sobre el fondo de la cuestión liti­
giosa, a pesar de constar. por propia diligencia procesal,
la presentación de demanda en ambos recursos 4.419
y 4.420/94. Consta expresamente en el caso la volun­
tad de la actora de recurrir y demandar, por lo que
la declaración de caducidad no es conforme con el
arto 24.1 e.E., que el Tribunal ha indicado reiteradamente
que debe favorecer el acceso al proceso, citando párrafos
de numerosas sentencias en este sentido.

Alega que el Tribunal pudo acumular los dos pro­
cedimientos, en virtud del arto 47 L.J.C.A., pues existe
entre ellos una absoluta identidad, y pudo permitir una
subsanación del defecto, con arreglo al arto 121.1 de
dicha Ley, teniendo en cuenta, además, que al interponer
el recurso de súplica esta parte había solicitado la
acumulación. - .

4. Por providencia de 14 de noviembre de 1994,
la Sección Primera acordó requerir atentamente a la Sala
de lo Contencioso-Administrativo del Tribunal Superior
de Justicia de Galicia para que remitiera testimonio del
escrito de demanda del recurso núm. 4.419/94, ex
art. 88 LOTC. El siguiente 16 de enero efectuó nue­
vamente el requerimiento, ya que el testimonio remitido
era del escrito de contestación a la demanda.

Finalmente, fue recibido el testimonio solicitado el 1
de febrero de 1995.

5. El recurso fue admitido a trámite por providencia
de 20 de febrero de 1995, requiriendo testimonio de
las actuaciones judiciales y administrativas.

El Procurador don Argimiro Vázquez Guillén se per­
sonó en el recurso de amparo, en nombre del Ayun­
tamiento de O Grave, por escrito de 15 de marzo
de 1995. Por providencia de 16 de mayo la Sección
le devolvió el escrito y poder presentado, toda vez que
el mencionado Procurador ya intervenía en nombre y
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representación de la entidad «Xunqueiriña, S. L.», cuyos
intereses son contrarios a los del Ayuntamiento, otor­
gando un plazo a este último para que compareciera
con otro Procurador del Colegio de Madrid. Lo cual fue
efectuado el siguiente día 20,

6.' El 29 de mayo de 1995 se abrió trámite de ale­
gaciones, de conformidad con el art. 52 LOTC.

7. La representación del Ayuntamiento de O Grave
impugnó el recurso de amparo, pidiendo su desestima­
ción el 15. de junio. Subraya que la recurrente formuló
voluntariamente dos recursos contencioso-ádministrati­
vos, cuando, como es evidente, debería de haber for­
mulado solamente uno. Lo que se pretendía con esa
doble tramitación procesal permanece en el más abso­
luto de los. misterios, a excepción de que entendiera
que, al dividir la cuantía, podía privar a esta parte del
acceso a la casación. Nadie pretende privar a la recurren­
te del ejercicio de sus derechos, pero sus propios actos
no pueden ser invocados de contrario.. .

Alega que contra el Auto impugnado existía la posi­
bilidad de formular recurso de casación y, en su caso,
el de queja, ya que el valor de la pretensión, objeto
del recurso, es el valor de lo que se pide en conexión
con la relación jurídica a base de la cual se pide, afec­
tando al acto en su totalidad. Tampoco invocó en
momento alguno la violación que ahora se pretende.
Por lo que incumplió el arto 44.1 LOTC.

8. La entidad demandante formuló alegaciones el
día 23 de junio, reafirmando y resumiendo las formula­
das en su escrito inicial. La polémica sobre si al escri­
to de demanda le es de aplicación exclusivamente el
arto 67.2 L.J.CA o también su art, 121.1, debe resolverse
en favor de la mayor garantía de los derechos a la luz
de una interpretación constitucional. En el caso, sin
embargo, aun aplicando el precepto más severo, se ha
infringido la doctrina pro actione que se extrae de la
Constitución, porque efectivamente se presentó la
demanda, tal como consta en su texto y como recogió
la Secretaría de la Sala. Por lo que el Auto ha cercenado
la posibilidad de obtener un pronunciamiento judicial.
mediante una interpretación del ordenamiento procesal
en el sentido más desfavorable para la efectividad de
derecho a la prestación de la Justicia. Añade que,
mediante Sentencia dictada en el proceso núm.'
4.419/94, el Tribunal Superior de Justicia de Galicia
dictó Sentencia declarando nula la resolución recurrida,
adjuntando copia.

9. El Ministerio Fiscal presentó informe el 26 de
julio de 1995. favorable al otorgamiento del amparo.
No duda en calificar la actuación de la solicitante de
amparo como conducta indiligente, pues tras presentar
dos escritos separados de interposición de rec)Jrso. que
dieron lugar a dos procedimientos, idénticos entre sí.
aunque dirigidos contra sanciones a personas jurídicas
distintas, optó por presentar un escrito de demanda
común a ambos, en lugar de continuar con la doble
tramitación de los dos recursos, o de soliCitar desde el
principio su acumulación. No cabe duda que tal actitud
es anómala, y no se encuentra prevista en el orde­
namiento procesal; lo que obliga a dilucidar qué efectos
pueden anudarse a dicha conducta indiligente, y más
precisamente a decidir si la consecuencia extraída por
el Auto impugnado es proporcionada a la negligencia
de la parte.

No nos encontramos ante un supuesto defecto sub­
sanable, por lo que el problema es si puede exigirse
a la Sala que efectúe una copia del escrito de demanda
presentado en los :autos núm. 4.419/94 (pues se pre­
sentó sin copias), y lo incorpore al recurso 4.420/94.

No cabe duda que la tutela judicial es un derecho pres­
tacional. pero lo que se plantea es si la prestación que
han de realizar los órganos judiciales debe llegar a esos
extremos para que pueda calificarse de efectiva. Aunque
la demandante invoca el art. 121 L.J.C.A., no acompañó
copia alguna del escrito de formalización de demanda
junto con su recurso de súplica.

En definitiva. si alguna normativa procesal puede
interpretarse de forma más favorable fue la relativa a
la caducidad del segundo recurso, y ello pasaba por incor­
porar copia de la única demanda a dicho recurso. Tras
citar las SSTC 32/1984 y 331/1994, Y advertir que
este supuesto se encuentra en el límite del fiel de la
balanza para ponderar la proporcionalidad entre el defec­
to cometido y la sanción que debe acarrear. subraya
que el derecho a la tutela judicial desarrolla toda su
efectividad en el momento inicial de acceder a la juris­
dicción (SSTC 37/1995, 55/1995 Y 58/1995). Ese ele­
mento valorativo inclina al Ministerio Fiscal a entender
que la ponderación efectuada por la Sala no fue acertada,
pues puede tacharse de rígida y formalista. No cabía
duda de la intención de la parte y no era difícil incorporar
los efectos del escrito presentado a ambos procedimien­
tos judiciales.

10. El 20 de mayo de 1996, en virtud del art. 84
LOTC, la Sección dio audiencia a las partes acerca de
la eventual existencia de un motivo determinante de la
pérdida de objeto del proceso de amparo, al haber sido
anulada la multa municipal por la Sentencia del Tribunal
Superior de Justicia de Galicia de 12 de abril de 1995
(autos 4.419/94).

El Ministerio Fis€al informó el siguiente día 28 negan­
do la pérdida de objeto, pues la Sentencia afectaba a
una sanción distinta de la recurrida impuesta a una per­
sona jurídica que no es la solicitante de amparo. El 1
de junio la parte demandante alegó que el recurso no
carecía de objeto, porque la declaración de caducidad
del recurso 4.420/94 permite inferir que la Resolución
administrativa dictada por el Ayuntamiento, imponiendo
una multa a Xunqueiriña, es firme y, por lo tanto, podría
ser exigido su pago.

11. Por providencia de fecha 24 de febrero de 1997
se acordó señalar para la deliberación y votación de la
presente Sentencia el día 25 de febrero del presente
año.

11. Fundamentos jurídicos

1. La entidad demandante de amparo, «Xunquei­
riña, S. L.», se encuentra íntimamente ligada con otra,
«Outón y Fernández, S. L.», integrada por los mismos
socios. Ambas fueron multadas por el Ayuntamiento de
O Grove por llevar a cabo una obra con infracción de
la legalidad urbanística, aquélla como promotora de la
obra y ésta como constructora. Las dos sanciones fueron
impuestas mediante una única Resolución, dictada por
el Alcalde tras tramitar On expediente administrativo con­
junto para todos los implicados en la construcción del
sobrealzado de la casa.

Cada una de las sociedades mercantiles interpuso
por separado recurso contencioso-administrativo ante el
Tribunal Superior de Justicia, que fueron registrados por
la Sala de lo Contencioso-Administrativo bajo dos núme­
ros diferentes y sucesivos (el núm. 4.419/94. para el
presentado por Outón y Fernández, y el núm. 4.420/94,
para el promovido por Xunqueiriña). En ambos recursos,
las sociedades se encontraban representadas por la mis­
ma Procuradora y defendidas por el mismo Abogado.
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Dichos profesionales. a quienes se les había entre­
gado el expediente administrativo remitido por el Ayun­
tamiento. formularon un escrito de demanda común'a
ambos procesos, en nombre de las dos sociedades. Sin
embargo, como advierte el Fiscal ante este Tribunal. ni
habían pedido la acumulación de autos. que no había
sido acordada por la Sala. ni tampoco aportaron copia
de la demanda común. para su incorporación a los autos
de lós dos procesos. La Sección Segunda de la Sala de
lo Contencioso-Administrativo del Tribunal Superior de
Justicia de Galicia acordó tener por presentada la deman­
da en el primero de los recursos•. el núm. 4.419/94.
y declaró caducado el segundo por no haber presentado
demanda dentro del plazo establecido. media.nte las reso­
luciones impugnadas en esta sede constitucional.

2. Antes de entrar en el fondo del recurso. procede
dar respuesta a las objeciones procesales de admisibi­
lidad planteadas por la representación del Ayuntamiento
demandado. consistentes en la falta de agotamiento de
la vía judicial previa y la falta de invocación. en el proceso
judicial. del derecho fundamental vulnerado [arto 44.1.a)
LOTC]. Ninguna de ellas puede, sin embargo. prosperar.

La posibilidad de interponer recurso de casación con­
tra el Auto que. en súplica, confirmó la declaración de
caducidad es más que problemática. A la vista de lo
dispuesto en los arts; 94.1. a) en relación con el 93.2. b),
ambos de la L.J.C.A., procede considerar cumplido el
requisito del agotamiento de la vía judicial previa.

En segundo lugar, es claro que la representación de
la entidad actora invocó expresamente el derecho fun­
damental a la tutela judicial efectiva al recurrir en súplica
contra la declaración de caducidad. transcribiendo inclu­
so resoluciones del Tribunal Supremo que'torrectamente
vinculan la adopción de un criterio flexible y antiforma­
lista en la admisión de escritos de demanda con el man­
dato enunciado por elart. 24.1 C.E.• dando así opor­
tunidad a los órganos judiciales de pronunciarse y. en
definitiva. remediar la l~sión invocada del derecho
fundamental.

3. El examen del fondo de la cuestión suscitada por
el presente recurso, el derecho fundamental a la tutela
judicial efectiva y sin indefensión. lleva al otorgamiento
del amparo solicitado.

En efecto. según nuestra reiterada jurisprudencia. el
núcleo de ese derecho constitucional consiste en el acce­
so a la jurisdicción: Que un Tribunal resuelva en el fondo
la controversia de derechos e intereses legítimos ante
él planteada. salvo que se lo impida una razón fundada
en un precepto expreso de una Ley; que a su vez sea
respetuoso con el contenido esencial del derecho fun­
damental [SSTC 13/1981, fundamento jurídico 1.0

;

21/1981, fundamento jurídico 15; 119/1983. funda­
mento jurídico 1.0

; 93/1984. fundamento jurídico 5.0 a).
y 40/1996. fundamento jurídico 2.0

]. Si bien la inter­
pretación judicial del correspondiente obstáculo procesal
debe guiarse por un criterio pro aetione que. teniendo
siempre presente la ratio de la norma y un criterio de
proporcionalidad entre la entidad del defecto advertido
y la sanción derivada del mismo.noi~pida la cognición
del fondo de un asunto sobre la base de meros for­
malismos o de entendimientos no razonables de las nor­
mas procesales [SSTC 126/1984. fundamento jurídi­
co 3. 0 c); 164/1986. fundamento jurídico 2.0

, y
120/1993. fundamento jurídico 5.0

]. Principio pro aetio­
ne, que opera con toda su intensidad en el momento
decisivo de acceder a la justicia. "dada la diferente tras­
c~ndencia que cabe otorgar -desde la perspectiva cons­
titucional- a los requisitos de acceso al proceso. en tanto
puedan obstaculizar o eliminar el derecho de los ciu­
dadanos a someter el caso al conocimiento y pronun­
ciamiento de un Juez y. por tanto. causar indefensión.

y a los requisitos de inadmisión de los recursos legal­
mente establecidos. en que se pretende la revisión de
la respuesta judicial ya· contenida en la Sentencia de
instancia previamente dictada, que ya habría satisfecho
el núcleo de su derecho fundamentall>. salvo. claro está,
en materia penal [SSTC 37/1995, fundamento jurídi­
co 5.0

• y 55/1995, fundamento jurídico 2.0
].

Esta idea cobra especial fuerza cuando se trata de
un proceso contencioso-administrativo en el que se dilu­
cida el sometimiento de la actuación de la Administración.
en el ejercicio de su potestad sancionadora. a la Ley
y al Derecho; control que la Constitución ha confiado
al poder judicial (arts. 103.1 y 106.1 C.E.). Así lo ha
resaltado nuestra jurisprudencia (SSTC 80/1983. funda­
mento jurídico 1.0

• y 136/t995. fundamento jurídico 3.0
).

ya que la "plenitud del sometimiento de la actuación
administrativa a la Ley y al Derecho (art. 103.1 C.E.),
así como de la función jurisdiccional de control de dicha
actuación (art. 106.1 C.E.), y la efectividad que se predica
del derecho a la tutela judiciah> (art. 24 C.E.) impiden
que puedan existir comportamientos de la Administración
pública -positivos o negativos- inmunes al control judi­
cial (STC 294/1994. fundamento jurídico 4.0

).

4. Es cierto que la defensa profesional de la actora
no aprovechó las posibilidades procesales para, por dis­
tintasvías. llegar a una situación favorable a los intereses
de su representado. Esta falta de diligencia en la con­
ducta procesal del demandante en el proceso previo
habría sido determinante, si se tratara del acceso a un
recurso legalmente establecido dentro de los siguientes
grados procesales y no. como es ahora el caso, del acce­
so mismo a la justicia para impetrar la protección de
los Jueces y Tribunales (SSTC 37/1995 y 55/1995,
fundamento jurídico 2.0

). Sin embargo, la resolución
declarando la caducidad frente a la que se pide el amparo
niega un pronunciamiento judicial sobre el fondo del
litigio por lo que. como ya hemos indicado. afecta al
núcleo del derecho a la tutela judicial efectiva que reco­
noce el arto 24.1 C.E.

Los defectos cometidos por la representación pro­
cesal del actor son merecedores de reproche. Paro no
pueden conducir a que se deniegue. sin más, una Seri­
tencia sobre el fondo del asunto. El carácter esencial
que tiene el derecho de acceso a la justicia debe llevar
a permitir la continuación del proceso, salvo que el actor,
tras el pertinente requerimiento. persistiese en su actua­
ción pasiva o errónea.

Desde la perspectiva constitucional. es indiferente el
medio procesal que la Sala de lo Contencioso-Adminis­
trativo pudo y puede seguir para llegar a resolver el fondo
de las pretensiones ejercitadas por la empresa deman­
dante frente al Ayuntamiento demandado. Lo decisivo.
desde el punto de vista del derecho fundamental. es
que se preste una tutela judicial efectiva. siendo indi­
ferentes los medios procesales que emplee el Tribunal
competente para hacerlo.

5. Es de resaltar que la peculiar actuación de la enti­
dad recurrente en ningún momento indujo a error o per­
judicó a la contraparte. El Ayuntamiento demandado se
personó. de hecho. mediante el mismo escrito "en los
recursos contencioso-administrativos núms. 4.420/94
y 4.419/94 interpuestos por ·Xunqueiriña. S. L.", y ·Ou­
tón y Fernández, S. L:, contra mi representado». Por
consiguiente. es claro que la caducidad decretada por
el Tribunal Contencioso-Administrativo impuso una con­
secuencia desproporcionada al defecto cometido por la
recurrente, perfectamente subsanable sin perjuicio para
la contraparte. y que no justifica la pérdida definitiva
e irremediable de su derecho a una resolución sobre
el fondo del litigio.
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FALLO

SENTENCIA

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

1. Con fecha 15 de marzo de 1988, y tras haber
sido rechazado el correspondiente requerimiento de
incompetencia, el Letrado don Ion Gurutz Echave y Aran­
zábal, en nombre del Gobierno Vasco, promovió conflicto
positivo de competencia frente al Gobierno de la Nación
por estimar que la Disposición adicional del Real Decre­
to 1369/1987, de 18 de septiembre, por el que se crea
el Sistema Nacional de Compensación Electrónica, no
respeta el orden de competencias establecido en la Cons­
titución y en el Estatuto de Autonomía del País Vasco.

2. Los términos del conflicto, según resulta de la
demanda y documentación adjunta. se resumen en lo
siguiente:

El escrito del Gobierno Vasco se inicia con una expo­
sición de los antecedentes normativos en el ámbito de
la compensación bancaria en la que se destaca que:
a) Las instituciones y organizaciones de compensación
bancaria son asociaciones creadas por los Bancos y
Cajas de Ahorro; b) por razón de la relevancia de las
operaciones bancarias y en uso de su facultad de orde­
nación delcrégito y la banca, la Administración ha inter­
venido en tales sistemas compensatorios, no imponiendo
el establecimiento de estas instituciones y organizacio­
nes, sino tutelando su existencia. y c) por tanto, las fun­
ciones atribuidas al Banco de España en relación a la
autorización de instituciones similares a las Cámaras de
Compensación (oficiales y pl'ivadas), procedimientos,
organizaciones o servicios compensadores lo son en
razón de las funciones de ordenación del crédito y la
banca que competen al Estado.

El escrito se centra, a continuación en el examen
del Real Decreto 1369/1987, de 18 de septiembre,
señalando, en primer lugar, que su publicación obedece
a una primera causa: De un lado, a la necesidad de
poner al día la normativa que regula las instituciones
y organizaciones de compensación bancaria. Necesidad
que deriva no tanto de la presunta obsolescencia de
las normas reguladoras de las Cámaras de Compensa­
ción cuanto de un desarrollo tecnológico que permite
sustituir la presentación material, para su compensación,
de efectos mercantiles en un lugar concreto (la sede
de la Cámara) por la transmisión de información en forma
de registros magnéticos. Así, los «procedimientos. orga­
nizaciones o servicios» de compensación diferentes de
las Cámaras y previstos con carácter residual en el segun­
do párrafo del arto 2 de la Orden de 2 de febrero
de 1949 tienden a convertirse en los protagonistas de
las operaciones compensatorias. Esta tendencia impone
una reforma de la regulación normativa de la compen­
sación bancaria que pasa por reconocerla expresamente
e, incluso, anticiparse a su real implantación, como pre­
tende hacer, precisamente, el Real Decreto 1369/1987.

De otro, el arto 2.2 del Real Decreto determina la
posibilidad de compensar a través del Sistema Nacional
de Compensación Electrónica las letras de cambio, paga­
rés y cheques que presenten las entidades miembro.
de acuerdo con lo previsto en la Ley 19/1985, Cambiaria
y del Cheque, regulando en su arto 6 las cuestiones rela­
tivas a la declaración en la que se deniegue el pago
de aquellos documentos presentados a compensación

1. Antecedentes

Decreto 1369/1987, de 18 de septiembre, por el que
se crea el Sistema Nacional de Compensación Electró­
nica y, el segundo, con los arts. 1 y 2.2 y la Disposición
adicional del mismo Real Decreto. Ha comparecido el
Letrado del Estado, en la representación que legalmente
ostenta. Ha sido Ponente el Magistrado don Caries Viver
Pi-Sunyer, quien expresa el parecer del Tribunal.

Pleno. Sentencia 37/1997, de 27 de febrero
de 1997. Conflictos positivos de competencia
núms. 456/1988 y 462/1988 (acumulados).
Promovidos, respectivamente, por el Gobierno
Vasco y por el Consejo Ejecutivo de la Gene­
ralidad de Cataluña en relación, el primero,
con la Disposición adicional del Real Decre­
to 1369/1987, de 18 de septiembre, por el
que se crea el Sistema Nacional de Compen­
sación Electrónica y, el segundo, con los
arts. 1 y 2.2 y la Disposición adicional del
mismo Real Decreto.

6815

En atención a todo lo expuesto, el Tribunal Cons­
titucional, POR LA AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCiÓN
DE LA NACiÓN ESPAÑOLA.

El Pleno del Tribunal Constitucional, compuesto por
don Alvaro Rodríguez Bereijo, Presidente; don José
Gabaldón López, don Fernando García-Mon y Gonzá­
lez-Regueral, don Julio Diego González Campos,don
Pedro Cruz Villalón, don Caries Viver Pi-Sunyer, don Enri­
que Ruiz Vadillo, don Manuel Jiménez de Parga y Cabre­
ra, don Tomás S. Vives Antón y don Pablo Garcfa Man­
zano, Magistrados, ha pronunciado

En los conflictos positivos de competencia núms.
456/1988 y 462/1988, acumulados, promovidos, res­
pectivamente, por el Gobierno Vasco, representado por
el Letrado don Ion Gurutz Echave y Aranzábal, y por
el Consejo Ejecutivo de la Generalidad de Cataluña, repre­
sentado por el Letrado don Ramón Riu i Fortuny, en
relación, el primero, con la Disposición adicional del Real

Ha decidido

Otorgar el amparo solicitado y, en consecuencia:

1.° Reconocer el derecho de la recurrente a la tutela
judicial efectiva.

2.° Anular los Autos dictados por el Tribunal Supe­
rior de Justicia de Galicia (Sala de lo Contencioso-Ad­
ministrativo, Sección Segunda), de 17 de junio y 23 de
septiembre de 1994, en el proceso registrado con el
núm. 4.420/94.

3.° Restablecer a la recurrente en. su derecho fun­
damental, retrotrayendo las actuaciones judiciales al
momento procesal oportuno, para que la Sección Segun­
da de la Sala de lo Contencioso-Administrativo del Tri­
bunal Superior de Justicia de Galicia proceda, de con­
formidad con el arto 24.1 C.E.. a continuar la sustan­
ciación del recurso contencioso-administrativo.

Publíquese esta Sentencia en el «Boletín Oficial del
Estado».

Dada en Madrid, a veinticinco de febrero de mil nove­
cientos noventa y siete.-Alvaro Rodríguez Bereijo.-Pe­
dro Cruz Villalón.-Enrique Ruiz Vadillo.-Manuel Jiménez
de Parga y Cabrera.-Pablo García Manzano.-Firmados
y rubricados.


